Carátula 
(Ingresa a Sala un grupo de médicos contratados por la Comisión de Apoyo del Ministerio de Salud Pública) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el agrado de recibir a una delegación de médicos 
contratados por la Comisión de Apoyo del Ministerio de Salud Pública. Aclaramos a nuestros visitantes que esta es una sesión 
extraordinaria para nosotros, porque nos reunimos los martes, pero dada la situación y la urgencia del tema hemos resuelto 
convocar a esta sesión en el día de hoy. Sabemos que ustedes también tienen pendiente una reunión con la Comisión respectiva 
de la Cámara de Representantes, hecho que nos alegra y les deseamos un buen éxito en esas gestiones. 


Sin más les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Antes que nada, quiero agradecer a los señores Senadores la posibilidad que nos brindan de expresarnos en 
este ámbito. 


Debo aclarar, en primer lugar, que no soy funcionario de ASSE, ni presupuestado ni contratado. Soy Presidente de la Sociedad de 
Cirugía del Uruguay. 


En segundo término, queremos decir - y este el primer concepto que pretendemos dejar claro- que este no es un conflicto de la 
Mesa de Sociedades Anestésico-Quirúrgicas, sino que aquí estamos representados intensivistas, pediatras, neonatólogos, 
médicos, anestesistas y cirujanos. 


Asimismo, queremos precisar que esto no es -como se dijo hoy de mañana en la radio- un problema esencialmente económico, 
sino que este es simplemente uno de los motivos que hoy nos trajo aquí. Creemos que el motivo más importante fue el manejo que 
hizo el Ministerio de Salud Pública de todo este problema. Nosotros ni siquiera llamamos a esto un conflicto porque, a pesar de que 
los médicos fueron cesados o despedidos a través de telegramas- no iniciaron ningún conflicto. 


Por otro lado, quisiera realizar un breve racconto, ya que otros compañeros también quieren expresarse. En ese sentido, queremos 
decir que esto arranca en la década de los 90, cuando se generan estos contratos que, claramente, tenían la perspectiva de 
mejorar los servicios, los salarios y también la gestión de los centros de asistencia del Ministerio de Salud Pública. En ese momento 
se generaron estos cargos contratados y desde el principio quedó muy claro que ofrecían algunos beneficios pero también muchos 
perjuicios, algunos de los cuales están sufriendo los médicos en el momento actual. Por ejemplo, se estableció la posibilidad de 
que los médicos podían ser cesados o despedidos rápidamente. 


Esto, que tenía objetivos muy claros, se pone en marcha y los mismos se logran en la década de los 90, produciéndose una 
mejoría muy clara en la gestión. Para verlo basta simplemente con señalar los índices de la asistencia pediátrica, tanto en la parte 
médica como quirúrgica, aunque no vamos a profundizar en estos datos. Sin embargo, creemos que en esa evolución se 
desvirtúan un poco los motivos por los cuales estos mecanismos fueron creados. 


Por otra parte, debo decir que los últimos contratos fueron firmados en el año 2000. En ellos existía una cláusula que establecía 
que, una vez que se superara el 15% del IPC, eso correspondía entregárselo a los médicos. Además, todos los aspectos 
vinculados a un porcentaje mayor a ese 15% se manejaban en una mesa bipartita. Esto sucede en el mes de agosto, pero los 
médicos no elevan ninguna petición ni toman ninguna medida al respecto y así transitamos hasta el mes de noviembre, cuando un 
número muy alto de facultativos -y aquí empieza el gran problema que mencionamos al principio, que no es económico, sino de 
manejo de este conflicto- reciben telegramas colacionados, donde se les comunica -siendo que existen opiniones muy fundadas, 
por ejemplo, la del doctor Delpiazzo, que considera que el Ministerio de Salud Pública no podía haber procedido de esta manera, 
sino que debía haber manejado el problema de otra forma- que han quedado cesantes desde ese momento. 


A nuestro entender, también aquí comienzan a darse una serie de informaciones que no apuntaban al centro del problema, donde 
se hablaba del 100% del IPC y de promedios que superaban claramente lo que recibían los médicos. 


Entrando puntualmente al aspecto económico -que, repito, no es lo más importante- debo decir que se han mencionado numerosos 
porcentajes, pero de lo único que realmente se ha hablado es de que en agosto se disparó ese 15%, y esto fue lo que nosotros, en 
algún momento, llegamos a mencionar que se pedía. Del resto del IPC del año -que en este momento está cerrando en un 24% ó 
25%- no se habla para nada, así como tampoco se habla del resto del IPC para los contratos de seis meses o un año. O sea que 
cuando el Ministerio nos dice que seguimos exigiendo el 100% del IPC, nosotros no sabemos a qué se está refiriendo. 


Asimismo, creemos que con la firma de estos contratos, que es lo único que ha ofrecido el Ministerio -y esto lo decía ayer ante 
representantes de la Cámara de Diputados- se pretende formar una tercera categoría de funcionarios que, esta sí, tiene todos los 
perjuicios de los contratados y de los presupuestados. 


Entonces, creemos que hay un manejo de la situación diferente al que se le propone a los médicos. Al respecto, voy a citar algunos 
aspectos que nosotros creemos que están relacionados directamente, aunque se pueda pensar lo contrario. Por ejemplo, el 
Ministerio de Salud Pública tiene un acuerdo con los acreedores que se basa en el aumento del dólar más el del IPC dividido por 
dos. O sea que, aparentemente, con los acreedores se logra una forma de convenio basado en términos que ahora parecen 
prohibitivos. 


Por otro lado, hoy escuchamos al Ministro de Turismo que, hablando sobre el aumento de los peajes, decía que eso era 
insoslayable porque así se establecía en los contratos. Entonces, el Ministro de Turismo habla de que hay que respetar algunos 
contratos a rajatabla, y eso que este aumento del 15% viene sobre el aumento anterior de los peajes, que determina que estos se 
hayan incrementado en un 50% en el correr del año. Sin embargo, cuando hablamos no sólo de remunerar el sistema de los 
médicos, sino también de apoyar la gestión sobre la que todo el mundo está de acuerdo en cuanto a que había sido un ejemplo 


dentro de la salud pública, resulta que parece que tenemos que volver a los salarios que había en el año 2000 y no podemos hablar 
para nada de los contratos que fueron incumplidos ni de los términos de algún probable manejo de dinero. 


No quiero seguir haciendo uso de la palabra porque hay compañeros que también quieren expresarse y plantear otros aspectos. 
Por último, quiero volver a agradecer la atención que nos brinda la Comisión para poder expresarnos en este ámbito. 


SEÑOR PREGO.- Antes que nada, quiero decir que soy pediatra y que me desempeño como coordinador en el Departamento de 
Emergencia Pediátrica del Hospital Pereira Rossell. Además, soy el actual Presidente de la Sociedad de Emergencia Pediátrica e 
integro este plenario de sociedades científicas con el SMU. 


Vamos a dejar a los señores Senadores información documentada para que se pueda entender cómo ha venido desarrollándose 
este conflicto. Para ello hay que tener en cuenta la historia, por lo que es posible que repita algunos de los conceptos vertidos. 


En lo que hace al aspecto pediátrico, antes de 1992 la asistencia en los hospitales públicos sabemos que era inadecuada porque 
no existían los recursos humanos técnicamente calificados ni los recursos materiales necesarios para otorgar un nivel de atención 
acorde a lo que eran las necesidades de los usuarios de Salud Pública. 


En aquella época, era frecuente que niños y recién nacidos críticamente enfermos no pudieran acceder al nivel de atención 
adecuado, con la consiguiente mortalidad infantil, morbilidad y secuelas ulteriores. 


La escasez de camas de aquel momento en Cuidados Intensivos de niños y recién nacidos en el sector público obligaba a la 
derivación de estos pacientes al sector privado, mediante la contratación de servicios, y esta situación también se daba en la 
población adulta. Los costos por la contratación de estos servicios eran muy elevados, generando altas erogaciones para el 
Ministerio de Salud Pública y, por otra parte, no se contaba con una infraestructura adecuada en block quirúrgico, sectores de 
internación, áreas de emergencia, servicios de apoyo, radiología, entre otros, lo que generaba graves problemas dentro de los 
hospitales. Para revertir esta situación el Ministerio de Salud Pública desarrolló programas a los efectos de contar con técnicos 
calificados y plantas físicas adecuadamente equipadas. A tal fin, se instrumentó la contratación de profesionales con retribuciones 
que intentaban equipararse con las de la actividad privada, ya que las escasas remuneraciones de los médicos de Salud Pública 
hacían imposible la cobertura de técnicos con elevada formación. Fue así que comenzó a funcionar un nuevo sistema de trabajo y 
de vínculo de los médicos con el Ministerio de Salud Pública. El tiempo demostró que la instrumentación de estos programas fue 
acertada, lográndose elevar el nivel de atención de los usuarios de Salud Pública, contribuir al descenso de la mortalidad infantil, 
desarrollar áreas asistenciales que son un orgullo para los profesionales que allí se desempeñan y para quienes gestaron la idea 
de dichos programas. Y no sólo se consiguió elevar el nivel de eficiencia en la asistencia, sino que, además, se logró una adecuada 
gestión desde el punto de vista financiero, con menores costos derivados de la contratación de servicios externos privados. Ello 
contribuyó a la generación de lo que se llaman economías, que se reparten, cada tantos meses, entre los funcionarios del 
Ministerio de Salud Pública. 


Debemos destacar que con el correr de los años fue aumentando en forma progresiva el número de contrataciones de otros 
profesionales, por el desarrollo de nuevos servicios asistenciales que se fueron incorporando al sistema. Pero también es dable 
señalar -por cierto, con alarma- el aumento exagerado de cargos no asistenciales vinculados con sectores jerárquicos. Tal es el 
caso de asesores, administrativos y otros, que están incidiendo en forma significativa en las erogaciones de las Comisiones de 
Apoyo de ASSE. A este respecto, adjuntamos documentación que hemos logrado obtener donde consta que esos cargos no 
asistenciales demandan erogaciones de muy alta incidencia. 


Desde el punto de vista del vínculo funcional de los profesionales con la Comisión de Apoyo, éste fue pasando por diferentes 
etapas. Al inicio, los médicos estaban relacionados como profesionales en el libre ejercicio de su profesión, facturando sus 
honorarios sin contar con ningún beneficio. Posteriormente, cambió el régimen, pasando a una relación de dependencia en virtud 
del Decreto N* 289/998, del 20 de octubre de 1998. Mediante dicho decreto, los profesionales accedieron a los beneficios que la 
relación de dependencia determina: licencia anual, licencia por enfermedad, aguinaldo, asistencia integral, aportes jubilatorios al 
Banco de Previsión Social y seguridad laboral. Debido a eso, en aquel momento el Ministerio de Salud Pública volcó fuertes sumas 
al Banco de Previsión Social para actualizar, en forma retroactiva, algunos años del vínculo anterior. El actual Gobierno anuló la 
resolución que regulaba este vínculo laboral y dictó un nuevo decreto, el N* 193/000, del 4 de julio de 2000, mediante el cual los 
profesionales pasaron al régimen de libre contratación. Esto generó un conflicto entre MSP-ASSE y los contratados, ya que se 
pretendía que los profesionales perdieran todos los beneficios obtenidos. Dicho conflicto finalizó con la firma de un convenio entre 
los profesionales y ASSE, por el cual se mantenía la licencia anual y por enfermedad, y se perdía el aguinaldo, el beneficio de la 
asistencia integral, los aportes al Banco de Previsión Social -con los eventuales retornos generados por las AFAP- y, sobre todo, el 
vínculo de dependencia. Para compensar estas pérdidas, en el convenio firmado se estableció que ASSE no podía rescindir los 
contratos por su sola decisión -lo que figura en los artículos 1? y 9% del convenio- y que éstos se renovaban en forma automática 
por el 100% del Índice de Precios al Consumo del período anterior, que consta en el artículo 4%. Además, se estableció que si, 
durante el período de vigencia del contrato, la inflación superaba el 15%, debía ajustarse en ese momento -a esto le llamamos la 
"cláusula gatillo"- y la diferencia con el total de la inflación debía negociarse entre las partes. Este fue el convenio que firmamos 
hace dos años, también como resultado de un conflicto. 


En lo que tiene que ver con el actual conflicto, antes de la finalización de los nuevos contratos los profesionales comienzan a recibir 
telegramas colacionados, enviados por ASSE, por los cuales se les informa que los contratos han cesado. El Ministerio aduce que 
no posee los recursos financieros para cumplir con lo establecido en el convenio y en el contrato que finalizó el 16 de noviembre de 
2002. En contrapartida, intenta imponer la firma de un nuevo contrato que desconoce el ajuste del 15% regulado por el artículo 52 
del convenio, no reconoce lo adeudado desde que se desencadenó la cláusula gatillo, el 31 de agosto, tampoco reconoce el 
reajuste según el 100% del Índice de Precios al Consumo y ofrece el aumento que el Gobierno otorgue a los funcionarios públicos. 
Cabe destacar que se intenta imponer este contrato a los profesionales, sin el aval de las sociedades científicas que firmaron el 
convenio. Inclusive, en algunos servicios los Jefes intimidaron a los profesionales a la firma de nuevos contratos. Al inicio del 
conflicto comienzan las negociaciones, pero el Ministerio no modifica ningún aspecto en tanto que los profesionales aceptan perder 
la diferencia del ajuste entre el 15% y el 24% de lo regulado en el artículo 5%, aceptan que la deuda generada durante el período 
desde el 31 de agosto hasta la finalización del contrato sea pagada en cuotas a partir del año próximo o mediante otras fórmulas, y 


también aceptan que para la firma de los nuevos contratos no se aplique el 100% del Índice de Precios al Consumo, accediendo a 
fórmulas alternativas propuestas por el Ministerio. Sin embargo, en forma reiterativa, éste no modifica su postura. 


Consideramos que el Ministerio y ASSE no se han comportado adecuadamente, ya que su forma de actuar no es la que 
corresponde a una actitud negociadora; no negocia nada sino que, por el contrario, impone en forma ilegítima y arbitraria. Su 
primera actitud es no renovar los contratos comunicando esto por intermedio de telegramas, e intentar imponer la firma de otros 
nuevos, sin contar con el aval de las sociedades y el Sindicato Médico del Uruguay y sin avenirse a modificar ningún aspecto. El 
envío de estos telegramas colacionados a los profesionales es considerado improcedente y, además, no sujeto a Derecho. En el 
convenio está claro que ASSE no tiene la potestad de rescindir los contratos, según el artículo 9%. Esto está avalado por asesorías 
legales solicitadas por las sociedades científicas. Asimismo, el informe del doctor Delpiazzo expresa que si el Ministerio no puede 
cumplir con el convenio y los contratos, por razones de fuerza mayor -que, en este caso, serían de índole económica- las partes 
deben negociar las modificaciones que corresponden, quedando claramente establecida la imposibilidad de la rescisión unilateral 
del convenio y de los contratos por parte de ASSE. Por su parte, el Ministerio no está de acuerdo con este informe, aunque hasta el 
momento no ha presentado ningún fundamento escrito que sustente su postura; y, además, comunica a los médicos integrantes de 
la mesa de negociación inicial que si los profesionales continúan trabajando sin firmar no recibirán las remuneraciones 
correspondientes posteriores al 16 de noviembre. Es en virtud de ello que los profesionales se consideran cesados, sin tener 
vínculo alguno con el Ministerio de Salud Pública y ASSE, por lo que dejan de concurrir a sus lugares habituales de trabajo, 
quedando en el desempeño únicamente aquellos que están presupuestados. Lógicamente, esto ha generado un vacío asistencial 
que está siendo cubierto por los profesionales presupuestados, quienes no logran brindar una asistencia acorde a las necesidades 
de la población. Son de público conocimiento los hechos generados a partir de esta situación y no vamos a abundar en ellos. 


Sí queremos dejar establecido que los médicos cesados en sus funciones no tienen ningún vínculo con el Ministerio, por lo que no 
estarían incurriendo en omisión de asistencia, sino que, por el contrario, podría ser el propio Ministerio el que estuviera cayendo en 
ello. Aclaro que este aspecto está avalado por una consulta realizada a la Cátedra de Medicina Legal de la Facultad de Medicina y 
el documento respectivo va a quedar en poder de la Comisión. 


Para finalizar, voy a hacer una puntualización de índole subjetiva. Como pediatra que trabajó en los años anteriores a 1992, puedo 
afirmar que en aquella época no disponíamos de recursos ni contábamos con profesionales calificados, se nos morían niños que no 
debían morir, y lo mismo sucedía en los sectores de Recién Nacidos y de Cuidados Intensivos. Como contrapartida, voy a dar el 
dato objetivo del descenso de la mortalidad neonatal precoz, que se vincula con la calidad de asistencia, porque en ese momento 
de la vida es donde el sistema de salud marca más su presencia. Este descenso de la mortalidad neonatal precoz ha sido 
progresivo y se están alcanzando cifras de nivel internacional. 


El último documento que creo es importante analizar es el que se refiere a los sueldos de los funcionarios que no se vinculan 
directamente con la asistencia y que reciben remuneraciones por parte de ASSE. Este número de funcionarios ha ido aumentando 
en forma progresiva y llegan, aproximadamente, a 449. 


Hay un listado de estos sueldos y se observa que son más elevados que el de los propios médicos. Tal es el caso de las secretarias 
incentivadas por el Ministerio, ganan más que un médico de emergencia, que un cirujano, que un anestesista y más que un 
intensivista. Además, hay cargos que no entendemos, como el de los docentes incentivados, que los cubre, en realidad, la Facultad 
de Medicina; hay envasadores, escribanos, electricistas, Directores adjuntos y administrativos, costureras, contadores, choferes, 
camiceros, auxiliares contables, auditor, asesores, analistas programadores, albañiles, administrador de servicios de salud, 
etcétera. Es una lista muy larga, que también adjuntamos con el resto del material. 


Estamos a las órdenes para aclarar todo las cifras ya que son difíciles de interpretar. 
SEÑOR CID.- Quiero saber si se está refiriendo a todo el sistema. 
SEÑOR PREGO.- Así es, señor Senador. 


Esto, en el correr de los años ha ido aumentando y está incidiendo en forma significativa en el hecho de que la Comisión de Apoyo 
tenga altas erogaciones. 


Para finalizar, quiero decir que estamos totalmente imbuidos de la problemática que está sufriendo el país desde el punto de vista 
financiero, por la falta de dinero. Entendemos, y nos parece correcto, que el Gobierno intente recortar gastos dentro de la 
Administración Pública, pero consideramos que no se lo puede hacer en forma pareja, sino que hay que ser selectivos ya que hay 
sectores que son más claves que otros como, por ejemplo, la construcción de obras o aquellos rubros que el Gobierno considere 
pertinentes. 


SEÑOR JUAMBELTZ.- Quiero hacer algunos comentarios y aclaraciones porque hay temas que tienen que quedar totalmente 
definidos. Como bien dijo el señor Piñeiro, este conflicto no es por causa de dinero -cosa que hemos sostenido permanentemente- 
sino que se debe al incumplimiento del Gobierno. Digo esto, porque nosotros en julio o en agosto deberíamos haber tenido un 
aumento salarial de alrededor de un 15%. El Gobierno niega públicamente que exista esta deuda pero, en las primeras 
negociaciones que tuvimos, la reconoce. Es decir que nuestro sueldo del mes pasado tendría que haberse incrementado en un 
15%, porque así estaba estipulado en el convenio. Ahora, parece que el Ministerio le comunica a la opinión pública que este 
conflicto es por dinero. Reitero que esto no es así, porque hemos renunciado a todo lo demás pero queremos que se nos respete 
nuestro salario, tal como lo hemos dicho en las Asambleas: que nuestro salario no es negociable y no queremos una rebaja en este 
sentido. Este es uno de los puntos que quiero que quede absolutamente claro, porque es muy importante. 


Con respecto a los demás temas, reitero lo que dijo el doctor Prego, en el sentido de que nosotros vivimos la época de antes y la 
de después. Este sistema comenzó con la Administración del doctor Lacalle y se ha ido mejorando con el tiempo y, sin temor a 
equivocarme, considero que ha sido el mayor adelanto que ha tenido la Salud Pública de este país en muchos años. Digo esto, 
porque cambió radicalmente no sólo la forma de trabajar, sino que repercutió directamente en la calidad de la asistencia y en la 
salud de los pacientes. Quiero aclarar que los que entramos a trabajar en este sistema lo hicimos a través de un concurso y con 
una carrera universitaria de docentes, a nivel de la Facultad de Medicina, de importancia. Se nos consideró que éramos los mejores 
-porque los papeles así lo indicaban- porque entramos por concurso y examinados por un tribunal. De manera que este fue un logro 


importantísimo que a muchos de los médicos nos devolvió la dignidad, en el sentido de sentirnos que estábamos trabajando en 
buenas condiciones. Dicho de otra forma, nos hizo poner la camiseta y tirar para adelante en nuestro trabajo y por el hospital. 


Recuerdo un hecho inaudito: los médicos ponían suplentes en las mutualistas para no perder las guardias del hospital, al contrario 
de lo que sucedió siempre. Esto logró cosas muy importantes como, por ejemplo, la disminución de la mortalidad infantil. 
Específicamente en lo que tiene que ver con la cirugía pediátrica, en determinado momento hicimos un trabajo para presentar en 
un Congreso sobre algunas malformaciones infantiles que tratamos los cirujanos y, cuando en el mundo entero las cifras de 
sobrevida giraban en torno al 93%, nosotros teníamos más del 50% de mortalidad. Evidentemente, por este motivo no pudimos 
presentar este estudio en el Congreso, porque era vergonzoso. Actualmente, estamos en las cifras internacionales, debido a la 
forma en que se estructuraron los servicios y a la mejoría en la asistencia. El hecho de contar con dos cirujanos pediatras para 
Operar a un niño con malformaciones, ha sido algo de extrema importancia. 


Otra de las cosas que quiero dejar en claro es que este desmantelamiento de ASSE no empezó ahora, sino que viene desde 
meses atrás. Hace cuatro meses, en el Pereira Rossell -lo que no ocurría en ninguna mutualista de este país- cuando venía un niño 
con una hernia, se le daba hora para operarse a la semana siguiente, lo cual refleja que no teníamos lista de espera. Al día de hoy 
tenemos más de 350 niños en el servicio de cirugía pediátrica en lista de espera. 


Es importante recalcar, tal como lo hace el doctor Piñeiro, cómo un mismo gobierno utiliza los recursos según sea para erogar o 
para recaudar. He escuchado al señor Ministro Bordaberry decir que el aumento era inexorable porque estaba firmado en el 
contrato y éstos se debían cumplir. De la misma manera manifestó que si queremos carreteras, tenemos que tener peajes. A lo cual 
agrego que si queremos tener buena salud, tenemos que tener buenos médicos y retribuirlos dignamente. 


Por último, quiero dejar claro que hay datos que son absolutamente inexactos -no sé cómo sacan los números el señor 
Subsecretario y el señor Ministro- porque ayer, en la conferencia de prensa, el señor Subsecretario dijo que los salarios que se 
estaban discutiendo eran de un promedio de $ 15.000.Quiero informar que ningún cirujano, ya sea de adultos o de niños, con 96 
horas de guardia -que representan cuatro guardias mensuales- percibe más de $ 9.984; un anestesista, por la misma carga horaria, 
gana $ 11.040 y un médico intensivista, $ 14.496. Quizás, lo que promedia esos $ 15.000, habría que buscarlo en aquellos que no 
son médicos, ya que son los verdaderos sueldos pesados que tiene la Comisión de Apoyo. Siempre dije que este sistema fue 
perfecto, mejor dicho, excelente. Pero lo único imperfecto fue el error de ponernos salarios distintos a todos, según el lugar en el 
que trabajáramos. 


SEÑOR CID.- Quiero hacer una pregunta con respecto a las declaraciones vertidas por el señor Subsecretario en el día de ayer. El 
expresó que únicamente 200 profesionales no habían firmado el nuevo contrato. Me gustaría que me aclararan esto. Por mi cuenta, 
quiero remarcar que esos salarios a los que el doctor Juambeltz refiere, son notoriamente inferiores a los que paga el sistema 
mutual, cuando los convenios colectivos vigentes le asignan retribuciones mayores para el sistema mutual que para el área pública. 


SEÑOR PREGO.- Con respecto al número de los médicos que han firmado el nuevo convenio, nosotros que estamos integrados a 
la mesa de negociaciones y al plenario que integran la Sociedad de Anestesiología, la Sociedad de Cirugía del Uruguay, la 
Sociedad de Cirugía Pediátrica del Uruguay, la Sociedad de Radiología, la Sociedad de Emergencia Pediátrica, la Sociedad de 
Neonatología y Pediatría Intensiva, decimos que ninguno de estos médicos ha firmado el contrato. A nosotros nos preocupa sacar 
cuentas de cuántos colegas presionados, ya sea porque estén solos o no estén avalados por grupos de sostén, han firmado los 
contratos. 


Eso es lo que dice el señor Ministro; nosotros no sabemos si somos doscientos o cuatrocientos, pero lo que importa es el concepto. 
Incluso, muchos médicos en la asamblea del Sindicato Médico del Uruguay han expresado, frente a sus colegas, que firmaron los 
contratos porque estaban siendo presionados por sus jefes de servicio y estaban muy preocupados en defender su fuente laboral. 
Así lo admitieron en público, recibiendo el apoyo del doctor Camejo y de toda la asamblea del SMU, demostrando el coraje de decir 
"yo firmé porque me presionaron, pero no estoy de acuerdo y ojalá les vaya bien a los que están negociando para que después 
todos tengamos un resultado favorable". 


Nosotros no juzgamos a los colegas que han firmado bajo esas condiciones. No nos preocupa sacar cuentas de si son muchos o 
pocos; lo que importa es que el convenio lo firmaron las sociedades y sus representantes. 


SEÑOR PREGO.- Quizá pudiera tener razón en esa frase. Lo que sucede es que la asistencia se está manteniendo con aquellos 
que son presupuestados y el resto se canaliza por la Comisión de Apoyo. Esa gente que está presupuestada sigue trabajando, pero 
nos apoyan en la reivindicación y están haciendo enormes sacrificios. No han presentado todavía la renuncia porque queremos 
darle una solución a este problema. 


SEÑOR PANIZZA.- Voy a expresar mi admiración por dos excelentes cirujanos y pediatras que se han convertido prácticamente en 
Senadores o Diputados presentando informes muy completos. Por lo tanto, quisiera dar una posición distinta desde mi lugar de 
neonatólogo en el Hospital Pereira Rossell. Mi calvicie y el color de mi pelo hablan de los años de profesión. 


Hace muchos años que trabajo en el Hospital Pereira Rossell y puedo decir que cuando esta gráfica mostraba el 25 % de 
mortalidad atendíamos a los niños como podíamos; los entubábamos, los manteníamos vivos como podíamos y si algún CTI 
privado se dignaba a recibirlos o si el Ministerio de Salud Pública había pagado las cuentas, podíamos trasladarlos, de lo contrario 
se morían. Esa era la realidad en 1981. Entre ese año y 1987 tuvimos una muy pequeña disminución de la mortalidad neonatal, era 
muy pequeña porque no podíamos resolver la situación y se nos seguían muriendo niños. Teníamos tres camas de CTI, 
canibalizábamos las camas que el Ministerio había comprado y no teníamos cómo asistir a los niños. Repito: se morían y le 
decíamos a los niños que se morían porque no les podíamos dar asistencia. 


Esa fue la realidad hasta que empezó a funcionar este sistema que nos permitió desarrollarnos. Sin embargo, observo que estamos 
preocupados por los scores y por saber cuántos firmamos y cuántos no o por cuántos goles metimos. Está bien que hoy juegue 
Nacional y Danubio, pero eso no es lo más importante como tampoco lo es si firmamos 100, 200, 300 ó 400. En verdad, no sé 
cuántos firmaron; algunos lo hicieron presionados, otros porque quisieron y otros vocacionalmente. No dudo que los directores de 
hospitales presionaron, como Ciro Ferreira, y lo debe haber hecho con los médicos de Tacuarembó. Más allá de todo eso, lo que 
quiero es resolver este problema; no quiero pasar como el último mes que en lugar de estar leyendo sobre medicina tuve que estar 


informándome sobre decretos, porque yo sólo hago medicina, no sé de política, de leyes ni de decretos. De eso no tengo la menor 
idea ni me interesa. Reitero: quiero hacer medicina, disminuir la mortalidad neonatal al 6.9% y que me dejen trabajar en paz y no 
que me vengan con imposiciones. Quiero hacer lo que sé hacer. 


SEÑOR CAMEJO.- Soy Presidente de la Sociedad de Anestesiología del Uruguay. 


Como primer punto quiero recalcar que nosotros siempre estuvimos abiertos al diálogo con propuestas que creo son únicas a lo 
largo de toda esta negociación que comenzó cuando nos sentimos despedidos mediante telegramas colacionados. 


En segundo lugar, reivindicamos que no se nos bajen nuestros salarios y que sean respetados el contrato y el convenio. 


El tercer punto, que me parece es fundamental y que tiene más importancia en este momento, tiene que ver con el hecho de que 
Salud Pública ha caído en un vacío asistencial y hay que recalcarlo. Hemos hecho las consultas legales, tal como dijeron nuestros 
colegas, y la omisión de asistencia no es de nosotros, que estamos despedidos, sino del Ministerio de Salud Pública y del propio 
Ministro que se ha mostrado inflexible, que no ha demostrado diálogo ninguno. En definitiva, lo que queremos es mejorar y seguir 
superándonos en la asistencia de más de un millón y medio de pacientes que se asisten en los Hospitales de Salud Pública. 


Muchas gracias por habernos recibido. 


SEÑOR ACUÑA.- Soy incentivado por el Patronato del Psicópata y trabajo como siquiatra, pero concurro hoy como miembro del 
Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay. 


Todavía hoy no tenemos el problema que se ha planteado porque nuestra actividad está centrada en la Comisión de Apoyo. 


Los que concurrimos a esta sesión somos todos miembros del Sindicato Médico. Por cierto esta es una situación particular que 
está inmersa en una más general de la salud. Esa situación particular fue muy bien planteada por los compañeros y sin duda 
compartimos todo lo expresado. No obstante, creo que no podemos pasar por alto la situación general, que no dudamos calificar 
como desastre nacional, sobre todo luego de escuchar lo que se acaba de decir sobre este caso particular. Desastre nacional, 
además, porque en los otros sectores no incentivados está habiendo un deterioro en la asistencia y dificultades en los insumos y en 
los medicamentos. Asimismo, se observan dificultades en el ámbito privado. A nadie se le escapa el cierre de mutualistas que se 
viene dando desde el año pasado; las últimas fueron MIDU y COMAEC, mientras que en este momento nos enfrentamos al 
inminente cierre de OCA-Larghero, de Central Médica y a la situación de Casa de Galicia. 


Hubo un préstamo del BID que si bien no era la solución, ni siquiera llegó a las arcas de las instituciones a pesar de que éstas 
pagaron muy caras auditorías para acceder a él. 


Dos mil médicos sin trabajo, cuatro mil subocupados, atrasos salariales en casi todas las instituciones. 
Hoy la salud en el país está apoyada sobre el trabajo de los médicos, sobre lo que están dejando de percibir. 
La situación está planteada de esta manera tanto en el sector público como en el privado. 


Todo esto habla de la necesidad de una política de Estado en el ámbito de la salud. Esto lo vamos a plantear como una solicitud a 
gritos en cada ámbito que corresponda porque el Sindicato Médico tiene propuestas, tiene el documento de Solís Il, que aunque no 
sea la panacea, es nuestra propuesta y estamos dispuestos a discutirlo con todos los actores, tal como se ha hecho con otros 
temas que acucian la realidad nacional. 


Tenemos que definir de una vez por todas un rumbo para la salud en general y no dejarla librada a las reglas del mercado que, por 
otra parte, es una liberalización parcial del mercado porque la cuota la fija el Poder Ejecutivo y porque las condiciones de 
competencia, por ejemplo, de las aseguradoras de riesgo para el sector mutual son dispares. 


Quise decir esto nada más que para reseñar el escenario general en que está dado este caso particular que sin duda urge, que es 
el punto de urgencia y que debe tener una rápida solución; pero no nos podemos olvidar del resto. 


SEÑOR RUSO.- La Comisión se preguntará por qué no dimos estos argumentos en el ámbito correspondiente, que es el Ministerio. 
Por tanto, voy a tomar un minuto para decir que sí los hemos dado primariamente en forma personal al señor Ministro de Salud 
Pública y a los negociadores que éste asignó oportunamente. Sin embargo, vinimos a esta Comisión buscando la sensibilidad del 
Parlamento que precisamente no hemos encontrado en el Ministerio. Ese es el punto clave de esta exposición en este ámbito. 
Hemos venido a buscar, como dije, una sensibilidad política de negociación que no encontramos en los organismos 
correspondientes para dilucidar este problema. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia agradece la presencia de una delegación del Grupo de Médicos Contratados por la 
Comisión de Apoyo del Ministerio de Salud Pública. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 2 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


